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pretensiones cuestionadas. sin ~ueen ningún supuesto pueda
admitirse que aplicando~el principIo de referencia el órgano judicial'
pueda cambiar la acción ejercitada; por lo que en definitiva cabe
admitir el empleo por los Jueces l' Magistrados- de distinta·
argumentación juridica que la utiliuda por las panes, para resolver
sobre las pretensiones o excepciones ejercitada$- en el proceso, pero
en absoluto variar el fundamento jurídico en v,irtud del cual' se
pide. o sea. la cau~ petendi..

5. Para poder apficar la anterior doctrina es necesario partir de
los hechos demostrados en las actttaéiones judiciales, y que son sin
margen alguno de equivocación, los que la aclora de este proceso
ejercitó en la via laboral· previa' y Juego ante la Magistratura de
Trabaio de Mieres. la única pretensión de reclam.r pensión. sobre
la exdu.siva argumentación, de que fue tal pensión instituida por la
disposición adicional. décima de la Ley 30/1981, de 7. de julio
-modificando el Código Civil, en la regulación del matrimonio y
estableciendo el procedimiento a seBuir en las causas de nulidad.
separación y divorcio- en beneficIO de quien como ella y su
companero «no hubieran podido contraer matrimonio por i~
dírselola legislación vigente hasta la fecha, pero hubieran vivrdo
como tal». siempre que el deceso del causante ocurriera «con
anterioridad a la vigencia de esta leY". y entablado el debate sólo
sobre esta pretensión así enmarcada, el Magistrado de Trabajo
dietó Sentencia reconociendo como. probado que la aetora. siendo
viuda. convivió como compañera durante varios años, con un

, varón casado, basta que éste falleció. pero argumentando en el
fundamento.juridico. que para reconocer la prestación- pOr muene
y supervivencia debía estarse a la legislación vigente en la fecha del
fallecimiento del causante. y que había de aplicarse el artículo 160

'de la Ley General de Seguridad Social de 30 de mayo de 1974. y
el artículo 7 de la Orden de 13 de febrero de 1967, que exigían
como requisito imprescindible la condición de «viuda». estado que
no tenía la persona reclamante de la pensión por no estar ligada con
aquel vinculo matrimonial. y no ser. por tanto. consorte suyo. pór
lo que. en definitiva y sobre esta única base argumental. rechazó la
demanda. . ". ,.' "

6. La regulación de' las pensiones de viudedad laboral; en el
actual sistema de seguridad social. admite la presencia de dos
pensiones de viudedád plenamen~diferenciadas y que contemplan
dos supuestos distintos: De un lado. regula la existencia de una
pensión ordinaria en el citado anículo 160 de la Ley General de
Seguridad Social y Orden complementaria.. que exigen como
condición para su concesión la existencia de vínculo matrimonial
entre el. causante y la persona solicitante y beneficiaria, y a su vez,
de otro lado, establece una pensión extraordinaria en la indicada
disposición adicional décima de la Ley 38/1981. de 7 de julio. en
favor de quien no hubiera. pOdido contraer matrimonio con el.
causante por impedirlo la legislación que reaia hasta la fecha de
dicha ley, y que hubi~n vivido como tal, acaeciendo el falleci­
miento del propio causante antes de la vigencia- de, la ..misma.
basado. por tanto, tal beneficio en el hecho de la convivencia unida
a la imposibilidad !1e poder contraer matrimonio, 0.10 que es lo
mismo., convivencia «More uxorio». mantenida con impedimento·
legal y óbito de su companero antes de haber podido regularizar la
situación por cambio de la legislación reguladora del matrimonio.

7.. En el caso de examen la pretensión ejercitada. como quedó
expresado, fue la de reclamar la pensión extraordinaria de vi'ude­
dad sobre la base de .la mera convivencia. la imposibilidad de
contraer matrimonio y el fallecimiento del causante. admitiendo la
Sentencia la presencia de estas circunstancias como demostradas y,
sin em~rso. sin referirse para nada a la disposición adicional
décima ya indicada. única norma que estaba invocada como
reguladora del supuesto, citó y aplicó de oficio elanículo 160 de la
Ley de SeRuridad Social. Q!,Ie rC'ilula las condiciones de la pensión

Pleno, Cuestión' de in"onstilI4cfonQ/idad .número
27411983. Sentencia número 17811985. de 19 d.
dic:iembre. :,

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra~, Vicepresidente, y don Anlle! Lataree
Segu~ don Manuel Diez de Velasco Vallejo, don FranCISCO Rubio
Llorente, doña Glória Begué Cantón. don Luis Díez Picazo, don
Francisco Tomás ). Valiente. don Rafael GÓmez·Ferrcr Morant.
don Angel Escudero del Corral. don Antonio Truyol Serra y don
Frandsco ~era Verdaguer, Magistrados, h~ pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 274/ J983. plan.
teada por el Juez de Primera Instancia e Instrucción de Lon.1I. por

ordi~a. 'exigiendo la presencia del vínculo' matrimonial, para la
concesión de hta. e imponiendo este presupuesto que no' era
exigido para el .supuesto de la pretensión tjerc~tada, la que por esa
razón desestimó. - . .. "".

Con esta forma de proceder el Ma&istradode TrabaJo en su
Sentencia indudablemente álteró los términos del debate ~sal
y el «tema decidendi». al cambiar el fundamento jurídico, que
basaba y estructuraba la pretensión de pensión exu;-aofdiqar;a,. y
que era la razón porque se pedía o «causa petendi»" por lo que a
su vez trasmutó la pretensión en su contenido, intrínseco.. actuando
más allá del ámbito de ejercicio. del \1:rincipio «iura novit curia»,
porque operó sobre el elemento indhr1dualizador de la pretensión,
que .es el fundamento de derecho, s\n que existiera el supuesto
excepcional de estar presente una concurrencia de, norma~ que
tuvieran unas mismas circunstancias, que configuraran como
supuestos de hecho a más de una norma jurídica. ya que los
supuestos de hecho de las dos normas reguladoras.' de las pensiones
ordinarias'y extraordinarias son indudablemente.diferentes; por lo
que, en definitiva, al cambiarse··la pretensión ,ejercitada, por
alterarse la causa de pedir y el fundamento jurídico que la apoyaba.
imponiendo condiciones fácticas que no contenía aquélla. es
evidente que. según la <J,octrina antes expuesta. padece la congruen-­
da amparada por el artículo 24 de la c.E. y se vulnera el principio
de cont~dicción proc,esal y el derecho a la defensa en tal norma
también amparados, por lo que ha de otorgarse el amparo
solicitado. .

8.. Finalmente'debe' precisarse que- el alcance de esta resolu·
"ción. de acuerdo con 10 aispuesto en el articulo SS de la Ley
Orgánica del Tribunal ConstitUcional. no permite pronunciarse a
este Tribunal sobre el fondo del asunto planteado en la demanda
laboral, al no poder convenine en ólJ8no de legalidad, por serlo
únicamente de constitucionalidad. sm poder asumir funciones
ajenas, por lo que ha de declarar la nulidad de la Sentencia dictada
por la Magistratura de Trabajo para que se eVite la lesión de
derechos fundamentales cometida en ella 'Y la retroacción de las
actuaciones al momento inmediatamente anterior a ser pronun­
ciada la referida resolución, para pronunciarse o~ra en .que se
respeten aquéllos. ',.' .

-.FALLO

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUI;. LE CONFIERE LA CONSTlTUClON
DE LA NACION ESPANOLA, '. - . -

'. Ha decidido: •

Primere.-Estimar el recurso. de amparo formulado por'doña
Rosaura Viejo Garcia, declarando que la misma tiene derecho a la
tutela judicial efectiva en su manifestación de respeto a la con­
gruencia procesal. que ha sido vulnerado por la Sentencia de la
Magistratura de Trabajo de Mieres de'l3 de noviembre de 1984.

Segundo.....Anular la Sentencia indicada. - .
, Tercero.-Y'retrotraer'Ias actuaciones en las que recayó dicha
resolución. al momento inmediatamente anterior a ser dictada.
para que se pronuncie qtra nueva resolución. respetando dichp
derecho constitucional infrirtgido., '

Publiquese es~ Sentencia 'en el «Boletin Oficial'del Estado».

Madrid. 18 de diciembre" de 1985.-Angel. Latarre
5egura.-Manuel Díez de Velasco Vallejo.-Gloria 8eRu~' Can­
tón.-Rafael Cómez-Ferrer Morant-Angel Escudero- del
Corral.-Firmados y rubricados. '

supuesta inconstitucionalidad del art 1.335 de la Ley de En'juicia·
mIento Civil. Han sido parte el Fiscal Generar 'del Estado y el
Abogado del Estado, éste último en representación del Gobierno, y
ponente el Magistrado don Jerónim6 Arozamena Sierra, quien
expresa el parecer del Tribunal;' .

1. . ANTECEDIiNTI¡S '

Primero.-«Slhal Ibérica.'Sociedad'Anónima»-, «Beyer Hispalúa
Comercial. Sociedad Anónima» y don Mateo García Mudaz
solicitaron del Juez de Primera Instancia de lorca <leclarara en
estado de quiebra a don Gabino, Gómez Garda, por haber
sobreseido de. una manera general del pala de sus obligaciones.

El Juez de Lorca en virtud de 'Auto de 2 de abril actual.
inmediaramente después de la solicitud de quiebra. acordó oír, en
un plazo común de diez día$, alo~ instantes de la quiebra y al
Ministerio Fiscal. dejando en suspenso la admisión de la solicuud
de quiebra, sobre la inc~n5titucionalidaddel an. 1.335 de la Ley de
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Enjuiciamiento Civil (L.E.e.) por oposición al arto 24.2 de la
Constitución (e.E.~. . .
. En virtud de Auto de '21 de abril actual, el Juzgado de torca
declaró -a don Gabino Gómez Garda, a instancia de los indicados
acreedores, m estado de quiebra. si bien dejando en suspenso la
'medida ""utelar de arresto del quebrado, por «haberse cuestionadó
laoonstitucionalidad de' ,la norma -que ordena el arresto del
quebrado.. . '.. . . . .

. '.'. En el plazo cornúnde.diez dial, otorgado para alegaciones so.bre
. , ;.la cuestión de inconstitucioDalidad,.(A) el MiDisterio Fiscal. en este

punto, dijo-que nada·'tenia que oponer,porque considera que,
ofectivarnente, el ano 1,335 de la L.E.e. puede estar eD contradic­

A:i.ón con las Donnas constitucionales, de tal modo que el Fiscal no
hubierarocurrido si se hubi...·eDtendido derogado; (B) los solici·
tantes de la quiebra, en este }lUnto delll1TOSto del quebrado, después

,de 61egar acerca de la admiSIón de la quiellra y que deje en suspenso
.el arresto. del quebrado basta que se ventile el incidente de
ineonstitucionalidad, sostuvieron que a su entender, no concurrían

,razones suficientes paraplant~ indicada cuestión.; . . __ .
. El Juez de Lorca dietó Auto el 21 "e abril de 1983: planteando

la cuestiÓD de incoDStitucionalidad.ED-escrito separado (A) concre­
. tóque el precepto cuya constitucionalidad se cuestiona es el In.
.1.335 L.E.C; (B) precisó que la norma éonstitucioDai que se supone
infrin¡ida es el ano 24.2 (derecho a la presunción de inocencia) y
(C) especificó que la elecisión sobre el arresto o DO del 'Quebnldo
<!epende de la validez de la Dorma euestionada.

Scsundo.-E1 Juez de Prirnera'1nstancia-<ie Lorca, en el plantea­
miento de la cuestión de incoDstitucionalidad hizo las siguientes
consideracion~ respecto," la inconstitucionalidad:

'A) El escrito instando la eleclaradón.de quiebra solicita. el
arresto del quebrado. El precepto constitucional que se supone
infringid,o es el art. 24.2 de la C.E., ,que proclama, entre otros, el
·derecho de toda persona a la pres\lnción de inocencia. La norma
cuestionada puede contrariar el precepto constitucional invocado,
al imponer especif1C8s limitaciones a la libertad de una persona.
que aun pudiendo afectar al contenido del arto 17.1 de la Constitu­
ción, desc.onoce $Obre todo la inocencia presunta reconocida en el
arto 24.2. Concebida la admonición de rango constitucional para
proteger a denunciados, inculpados, imputados, presos o procesa­
dos, puede desplegar mayor eficacia cuando su formal amparo se
pretende para simple deuda comerciante sometido a ejecución
,universal, al no tener el principio constitucional otra significación
que la de proclamar Q.ue ~mientras una persona no ha sido
condenada por luez o Tnbunal competente Se entiende qúe no ha
cometido delito alguno, y Ia-distancia procesa\ desde 'Ia promulga­
ción judicial de la insolvencia lTasta un eventual pronunciamiento
condenatorio o mera declaración formal de inculpación a través de
un procesamiento, hace que el advenimiento de una situación
carcelaria para el deudor, pueda exasperar la garantía sustantiva
que el precepto CODstitucional le oíorga.

B). El ano 1.335 de la Ley de EDjuiciamiento Civil determina
la imposición de una medida consistente en la limitación de la
libertad indivielual de una persona, decretada por el Juez que
.conoce del proceso, por la que pueda ingresarse aqué)). ,en un
establecimiento carcelario con el fin de asegurar la .eventual
eJecución de una.pena y los intereses de la masa que pretenden
prevalecer sobre el derecho a ser presumido inocente reconoddo en
el ano 24.2 de la CoDstitucióD, presuDción no destruida ni tan
siquiera seriamente desvirtuada por prueba alguna. El no acredi­

-tarse que la simple· declaración de concluso de un expediente de
suspensión de pagos constituya en formal inculpación a la pers.ona
del deudor, ni que se elija acusación contra el mismo existiendo tan

. sólo residuos· nonnativos qúe configuran una mera sospecha de
culpabilidm, que DO encuentra base ni fundamento en datos
objetivos, estimándose el precepto pudiera contrariar O alejarse
ilícitamente .de la norma constitucional invocada. La relación de
causa a efecto eritre la nonna·inconstitucionaly la necesidad de su
aplicación al caso concreto, 'viene dada por la sumariedad ejecutiva
y atipicidad cautelar de una medida de privación de libertad que

,ha de decretarse contra el quebrado en virtud del ~ecanicismo
rituarlo de la norma adjetiva, y d~ la aplicación que hace del ano
1.044, párrafo 2.· del Cócligo de Comercio de t829, actuando erga

;om1'les, con categoría de ,automaticidad judicial, por imperio de la
Ley, tras pronunciarse la declaración de quiebra. ,
, Tercero.-En vinud de provielencia del dia4 de'mayo de 1983,

'se dispuso dar trasladó de la cuestión al Congreso de los Diputados
y al Senado, por condUelo de sus Presidentes, al Fiscal General del

·EstaOo y al Gobierno, por conelueto del MiDisterio de Justicia, para
que puedan personarse' y fonnular alegaciones sobre la cuestión

, planteada en plazo común e- improrrogable de quince días; y acusar
-<"I'ecibo,'comunicé.ndole la presente providencia al Juez de-Primera
Instancia e Instrucción de Lorca. En plazo comparecieron el
Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del Estado, y
'el Fiscal General del Estado. El Congreso de los DiputadOS y el
Senado, en vinud ele escritos de sus Presielentes de fechas 10 y 12

de mayo, respectivamente, manifestaron el primero que no haría
uso de las facultades c¡le persc:mación y formulación de alegaciones
que le concede el ano 37 de la LOTe; yel segundo que se tuviera
por personada a dich~ Cámara y por ofreci~ su colaboración a los
efectos del ano 88. l de la LOTe.

Cuano.-EI Abogado del Estado, en aombre del Gobierno de la
Nación en escrito de alegaciones presentado el 21 de mayo de 1983,

'"se opuso a J~ cuestión de w,constitucional.idad, interesando se
declare la 'plena conformidad del ano 1.3~5 de la L.E.e., ala
Constitución. Las alegaciones del Abogado (lel E~tado en las que
apoya su petición son las siguientes: . ~. ,

A) Aun cuando el auto del Juzgado deLorca no contiene las
determinaciones que condicionan la admisión de las cuestiones de
inconstitucionalidad según el arto )5 de la LOTe, y aun cuando de
dicho precepto puede inferirse que Jaexpresión razonada de tales
determinaciones debe contenerse -precisamente en el auto que
recoge la .decisión definitiva del jutgador, no :deja de ser cierto que
r:n escrito apane.se; cQntienen el detalle y 1ustifiCición de tales
extremos. -,l· - ¡, . -.. o,: _,-

B) La norma cuya constitucionalidad se ,cuestiona es el att.
1.335 L.E.e. El precepto da regulación al móclo con que debe
proceder el juzgador para efectuar el anresto," per.o sin definir los
casos en que procede su práctica. Cieno que el precepto al regular
las fonnas de ·este. -a~stoparece eStar estatuyendo la medida
restrictiva de Jibenad.. aunque bien pudiera pensarse que la
regulación del arto 1.335, no responde tanto a la finalidad de
instit~ir la medida, cuanto de regular sus aspectos procesales. La
deterrninació1ill de Jos casos en que procede el arresto, deriva de lo
establecido en el ano 1.333 de la LE.e. Por su pane el ano 1.044
del Código de, Comercio de 1829 establece: «En el acto de hacerse
por el J.uzgado dePri mera. ]nstancia la declaración de quiebra se
proveerán también las disposiciones siguientes ... 2) el arresto del
quebrado en, su casa si diera en el acto fianza de cárcel segura; y.
en defecto de darla en la cárcel». Ambos precepto~ contienen una
regulación completa del efecto legal del arresto, y de los supuestos
en que el Juez debe proceder 8 ello.

.C) Admitiendo el diverso aleaneedel an, 1.333 de la LEC y
del precepto cuestionado el juicio de compatibilidad con la
ConstitucIÓn ha de limitarse al examen del precepto que concreta­
mente se. identifica como cuestionado. AlInque se admita Que .el
precepto cuestionado no se limita a una reproducción técnica de la
medida del arresto. sino que instituye también la medida, la
constitucionalidad o inconstItucionalidad del precepto tendria que
hacerse con abstracción de las normas que regulan los supuestos
concretos en que procede. Así las cosas, la cuestión que debe
formularse se centra en si en'todo caso.!a declaración de Quiebra
pronunciada en un juicio civil debe excluir la. adopción de
cualquier medida que consista en el arresto del quebrado. El
juzgador proponente de la cuestión no descalifica tanto la medida
del arresto cuanto la «automaticidad preceptiva de la norma que
comporta la declaración ele quiebra y el proveido de arresto del
deudor, que 1)0 precisan de motivaCión ni particular indagación
previa.. -lo que se juz.¡a- «dificiJmente conciliable con las esencias
de la culpabilidm j>ersona\o. Lo que se rechaza no parece ser, pues.
la restricción de libertad, sino la posibilidad que ésta resulte de un
efecto automático, inaccesible a toda modulación o condiciona­
miento derivado de la libre apreciación, atendiendo a datos
subjetivos-de culpabilidad. . '.

D) La perspectiva de enjuiciar el precepto bajo el prisma de la
presunción de inocencia es excesivamente limitada. La presunción
de inocencia desenvuelve principalmente su eficacia por el cauce de
las garantias procesales, y dificilmente podria justificarse la medida
restrictiva de libertad en una meta presunción de culpa, y dificil­
mente podria medirse su constitucionalidad o inconstitucionalidad
sobre la base de la existencia de· esa hipotética presunción.· La
declaración de quebrado supone la constatación de hecho de la
insolvencia patnmonial de un comerciante, 't a partir de ese

_instante se ofrece la necesidad de asegurar dos Intereses dignos de
protección: El interés de la sociedad en sancionar una.conducta
dañosa, Que puede revestir rele:vanciapenaJ y el interés de los
acreedores en la clarificación de la situación de quiebra, al ,objeto
de garantizar la defensa de. sus derechos frent~ a posibles acci0'.les
de ocultación de datos y papeles por parte del deudor. Blen
claramente revela esta segunda finalidad el art. 1.340 de la LEC,
que -supedita la soltura, -alzamiento del arresto o concesión de
salvoConducto'8 la ocupación y examen de los libros,documentos
y papeles del comerélante. ,En este segundo aspecto..no sería
éorrecto afirmar que el arresto se establece por la presunclon de que
el quebrado va !l proceder a la ocultación o alteració~ de los libros,
documentos o papeles relativos a su tráfico. Las medulas cautelares
tienden a evitar un riesgo dañbso, objetivaMente considerado, al
margen de cualquier tipo de presunción. Otro tanto cabría decir
respecto de las posibles responsabilidades Penales: Cuando .un
hecho pueda llegar a merecer la calificación de delito es forzoso
asegurar en favor, de la sociedad i~s medios adecuados para el
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asesuramic,1to de la persOna que pueda haber incidido: en' él. El
problema no es de presunción de inocencia, ni de posible vulnera·'
ción del ano 24.2 e.E., SiRO de si la norma enjuiciada se mantiene
dentro del debido equilibrio en la ponderación de los intere.,,.
contrapuestos que juegan en el caso.

El La institución del arresto del quebrado se debe a la
complejidad técnica de los procesos de quiebra y a la forma que
tienen de conectarse con eventuales procesos de carácter penal. Si
la declaración de quiebra no es bastante para la apertura de un
pl"<>CnO penal. sino que es, forzosa la secuencia de UD~ trámites
posteriores en aras a lo que la jurisprudencia del- Tribunal Supremo
ha llamado «aUtonomía de la jurisdicción civil en orden a la
calificación de la quiebra». sin perjuicio de la lIIena soberanla a la
jurisdicción criminal para el enjuiciamiento del delito, es claro qu~
desde la calificación de la qwebra hasta'la posible apenura del
proceso penal posterior discurre un lapso de tiempo en el que el
aseguramiento de la persona parece necesario.' cumpliendo asi el
arresto una fu~6n semejante a la de la prisi6n preventiva. El
arresto_ se presenta como una medida menos restrictiva' de' la
libertad personal que la prisión misma. No estima el Abogado del
Estado que la medida privativa de libenad sea en si misma
injustificada. La posible trascendencia penal de los becbos; las
particularidades del proceso civil de quiebra y las inherentes al
mstante de apertura del proceso penal obligan a insertar esta
medida cautelar. que respondiendo a idéntica finalidad que la
prisión preventiva resulta ~más atenuada el1 su ri¡or legal. La
eliminación del precepto cUestionado DO tiene una justificación
sólida en la Constitución, ni puede predicanc sin más su inconsti­
tucionalidad.

F) CuestiÓll distinta a la oonstitucionaiidad abstracta del
precepto cuestionado es la referente' a los supuestos básicos que,
hayan de justificar la adoP!'ión de la medida. No cabe duda de que
el arresto del quebrado es una' medida no puesta a la libre
disposición delJuez para determinar su procedencia en cada caso,
sino un efecto legal, automático; que el juzgador debe adoptar
forzosamente. Si hemos de ser con~ntes con la asimilación del
arresto del quebrado con la prisión provisional no hemos de
sustraer el caso a la doctrina sentada por la Sala Primera del
Tribunal en la Sentencia 41/1982, de 2 de julio (<<Boletín Oficia'"
de 4 de agosto de 1982), que fija limites a la privaci6n de libertad
personal por razón de delito presunto, especialmente en 10 que
concierne a la excepcionalidad de una medida que debe aplicarse
y mantenerse en los casos en que se revele necesaria. Al margen ~l
ámbito de apreciación que el legislador confiera al Juez para
examinar la oportunidad de la medida del arresto Parece evidente
que una medida automática se acopla mal a las exigencias de
excepcionalidad que ha subrayado ya el Tribunal Constitucional
atendiendo al mandato constitucional español relativo a los princi­
pios de libertad y seguridad. Donde la necesaria protección de la
libenad se ve afectada es en el. an. 1.333 de la LE.C y en el arto
1.044 de Código de Comercio de 1829. Dada la dificultad que
aprecia el Abogado del Estado para interesar la anulación de
cualquier precepto no cuestionado en este proceso. y atendiendc,> a
que la medida del arresto configurada abstractamentc es una
posibilidad cautelar cuya legitimidad puede admitirse en detenni;;
nados casos, viene: a postular la conservación del precepto cuestio­
nado.

Quinto.-EI Fiscal general del Estado, en escrito de alegaciones
presentado el 24 de mayo' de 1983, sostuvo que debía dictarse,
Sentencia declarando no haber IUF a la dec1araci61'l de incopsti.t»­
cionalidad proJ:!Uesta pOr no ex~st1r incompatibilidad eD1re los afU. I

1.044 del CódillO de, Comercio de 1~29 y 1.335 de la L.E,C,
siempre que la aplicación e interpretación se' realice con las
garant.ias .que para su detención y' prisión exige el art. 17 de la
Constltuclon.

El Fiscal general, d..pués de exponer los antecedentes, alegó lo
siguiente: . '

A) El primer punto que debe. se; examinadó es el mo\nento
para elevar la cuestión al Tribunal Constitucional El art. 35.2 de
la LOTe establece que sólo pOdrá plantearse la cuestión una vez
concluso el procedimiento,y dentro del" plazo para dictar sentencia,
por lo que una interpretaeióD literal del precepto parecerla llevar a
considerar extemporáneo un planteamiento que se ha instaurado
en el umbral del ,mismo. la práctica del Tribunal ,viene 'enten4

diendo que. los términos «fallo» y 4Csentencia» no han de ser
tomadas en sentido, estricto, sino col1l9 equivalentes a toda
decisión judicial que ponga término a un proceso o a un incidente
que haya de ser resuelto de manera definitiva. No parece ofrecer
duda la corrección con que..se ha realizado el planteamiento de la
cuestipn. ya que, en el contexto de las medidas cautelares que el arto
1.044' del Código de Comercio de 1829 y el 1.335 de la LE,C
ordenan la privación de libertad del quebrado posee la s,diciente
importancia y sustanlividad como'para conceptuarla,. si misma, .
objeto de' una decisión incidental.

, . ¡

" B) Podria, en 'hipótesi. discutirse la pecesidad en' que 'se
enconlraba el Juez promovenle~ plantear la cuestión de inconsti­
tucionalidad para abstenerse de apilar la norma o normas cuestio­
nadas y en que pueden los Jueces ordinarios resolver por si solos
el tema de la derot!aciÓD del Derecho pnoconstitucional. Seaún ello,
tenia el Juez de (orca, dentro del Ambito de SIl competencia, la
opción e inciuso la oblipci6n de inap\icar el art. 1.335 de la L. E.C,
si su juicio sobre la contradicción entre dicho precepto y el art, 24.2
de la Constitución era tan firme y seauro como su informe deja
traslucir. Con todo, no acle puede! _la posibilidad de elevar la
cuestión al Tribunal porque el problema de la constitucionalidad o
inconstitucionalidad de las normas anteriores es previo al de su
vigencia o derogación, por lo que el juicio de incon.titucionalidad
ha de ser considerado premisa del juicio de deropción. Y P!l'QUe
la diferencia de efectM, entre el pronunciamiento del Tribunal
Constitucional y la. decisiones de los órpnos juriodiccionales hace
aconsejable, en ocasiones, en raz6n de la uniformidad de la
jurisprudencia constitucional y de la 5ClIuridad juridica, someter '/
deferir al Orpno instituido COIllO intérprete supremo de la Consll­
tución UD JUIcio de contraste entre- dos normas, la legal anterior' y
~ constitucional.

C) A primera n.ta. parece limitane la ,duda 'del Juei promo­
vente al art. 1.335 de la l.E.C No obstante, la posible contradlc·
ción con la Constitución no habrla de plantearse sólo en ·relaci6n
con el indicado art., sino, ante 10<10, en relación con la disposici6n
segunda del an. 1.044 del Códiio de Come«io de 1829. Es esta
di.posición, según la cual en el acto de hacerse por el Juzgado la
dedaración de quiebra se proveed «el arresto del quebrado en su
casa, si diera en el acto fianza de carcel segura, y. en defecto de

, darla, en la careel», .la que debe centrar el aDlilisis de la preounta
inconstit\lcionalidad, toda vez que el an. 1.335 de la LE.C. no es
sino norma instrumental. Disponiendo el an. 39.1 de la LOTC que
la declaración de inconstitucionalidad abarcará, junto a.los precep­
tos impugnados, a los otros de la misma Ley, disposición. o acto con
fuerza de Ley a los que deba extenderse por conexión o consecuen·
cia, quizá no haya inconveniente extender el juicio de inco~stitu­
cionalidad a la norma del Código de Comercto de 1829, tenIendo
en cuenta que·es 'e1la la que proporciona parte de su contenido al
párrafo primero del an. 1.333 de la L.E.C.' , .'

D) El Juez que plantea la cuestiÓll dice que la norma procesal
«aun pudiendo afectar al contenido del an. 17.1 de la Constitu­
ción», desconoce sobre·toda'el derecho a la presunción de inocencia
que consagra el an. 24.2. No opina el Fiscal que sea el an. 24,2 de
la Constitución, en cuanto garantiza4Pr del derecho a la presunción
de inocencia, el que deba plantear dudas sobre la constitucionali­
dad del an. 1.044, por cuanto, dispuesto el arresto del quebrado
como medida a adoptar en d mismo acto de hacerse la declaración
de quiebra y previamellte a todo conocimiento de los &n:tecedeotes
que permitIrían calificar .la insolvencia como fortuita, culpable o
fraudulen1a, 00 puede.. suponerse que descanse en presunción
alguna de culpabilidad. Nin¡una medida cautelar o precautoria de
carácter personal responde a un juicio de culpabilidad presunta.
sino a un juicio de probabilidad susceptible de justificar. en
determinados casos y con ciertas plantías, la adopción de la
medida de. que se trate; Supuesto esto, y.a los efectos de contrastar
el institlJto del arresto del quebrado con el otro an., de, la ,
ConstituCión -el 17.1-. con ,el que podría entrar en contradicción,
conviene reflexionar sobre la ratio del precepto Icpl que lo impone.
El ilrresto del que~rado ... aCO;rdado, por, e' Juez civil con una
finalidad precautona de doble alcance. De un lado, para pro.r
los intereses de ,los acreedoreo; se trata tantó de evitar que el
quebrado realice actos de contenido patrimonial en perjuicio de sus
acreedores como de hacer imposible una fuga queentorpeceña las
operaciones de Iiquidaci6n de la masa de la quiebra, yde otro lado,
el arresto supone una verdadera prisión provi.slonal que. ad
cautelam se anticipa a la que habra de adoptarse eventualmente en
el futuro proceso penal, en ordea a la investipción de un hec,ho
presuntamente delictivo cuya apariencia vendrá dada por la
Insolvencia ya .manifatada; desde este otro, punto de vista. el
SCJI\ido del arreslJ> DO es otro que asepuar la persona del quebrado
para que pueda colaborar en la investipción de la ......i. de la
quiebra y para coatar con su. presencia en el proceso penal si, en
función de lo que resultare, hubiere- lupr a su' apertura. Esta
dualidad de: orienlaCiones precau.toIias y no punitivas del arresto
del quebrado oblip a matizar al plantear Sil enfrentamiento, y
contraste con el an. ,17 de la ConSlIl\ICión. " ,', ' , ,

E) Si se atribuyese al arresto sólo la finalidad cautelar primen­
mente considerada es muy posible que la compatibilidad entre la .
disposición segunda del an. 1.044 del CádillO de Comercio de 1829
y el an. 17.1 de la Constitución, bubiera de ser te¡>utada'a1 _
como. problemátiCL Porque la norma constituaonal no parece
admitir mas excepciones aJ.<Ierecho a la libertad y seguridad, que
las que puedan estar justificadas por caUlll de un delito ya
cometido. Annqu.,Ia.frase onadi.'puede ser privado de libertad,
sino con la observancia de lo establecido en este arto y en los casos
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y en la forma previstos en la Le)'», podria acoier la posibilidad de
,que. la Ley autorizase privaciones de libertad por .causa 4!itiDla de
'delito, unaínterpretación sistemática del precepto acaso lleve a
:diversa, conClusión. La implícita concatenaci6n. que se adviene en ¡
el an: 11, entre la detención preventiva y la prisiónprovisiooal que

",5610' puede ser acordada en un prncedimienlo penal IItvaa
:conclusión contraria. - ,. . . ,
, 'F) Ahora bien, nO es ese el Í1Dico senlido del arreslo del '
:quebrado, Su rauo reside también en el interes público que debe
;-atribuine al esclarecimiento de UD hecho con apariencia delictiva,
'interéo oolectivo que, en el caso de la quiebra, resulta aún más :
-patente por la difusión y seneralización de los efectos del presunto
~lito. Desde esta perspectiva, no será aventurado decir _qu~1a
privación de libertad a que pueda ser sometida la persona cuya'
quiebra se declare será.. tan acorde con la Constitución como,
cualquiera otra Que se ordene por los Jueces penaies, 8 tin de
asegurar el respeto a la Ley ,. a los derechos de los demás, que son, ;
entre otros y según el ano 10.1 de la Constitución, fundamentos del
,Ql>jen polítiooy,de la paz lIocial No obstante, la bomolopción del:
~"",to, iJnpel1ldo por el 811. 1.044 del 'viejo Código de Comercio
cOn la prisión provisional.que -nonnatiVlU la Ley de -Enjuicia­
miento Criminal y su necesaria interpretación a la luz de Jos
principios y valores consagrados por te Constitución, obligará a
,rodear su aplicación ,de correctivos _y prantíu que permitan
'~ml"'til>ilizar.una tan, añeja.disposición llOD las e.;¡encias,~ la
'CODClellCla social de nuestro uempo. Por lo pronto, la pnvaclon de
libertad del quebrado Itlj de ir sesuida de la ri¡urosa obervancia de
'cuantas diSpOsiciones se prevén en el párrafo 3 del arto ,17 de .la
Constitución, es decir, el anesJ8do ha de ser informado i,nmediata­
mente de susperecbos y de las razones de su detención, se le ha de
advertir que puede ha declarar, si así 10 desea; sobre los extremos
que le puedan perjudicar iY~de &cilitársele la ,asistencia de
Abosado, En sesundo término, la medida no le puede ser ordenada,
.ron el incondicional' tultomotismo que se deduce' dél precepto
considerado, al Juez que bact la declaración de quiebra; lo
ri¡urosamente lil$illO es que aquél aoce, para acordar el.arresto, de
la misma diICrtClona!idad que ·aellOncede al J~ penal en la Ley
de Enjuiciamiento Criminal l'!ia dietar o DO el auto de prisión
provisional. Y por último, dificilmente ]Iuede aer admitido oon
titulo de constitucionalmente válido un arresto de duración indefi­
nida como el que parece contemplar los arts. 1.044 y siguientes del
Códiso de Comercio de 1829. Ciertamente al¡¡unos de sus preceptos
permiten suponer que el Juez de la quiebsa poede dejar sin efi:cto
el arresto antes, de que se ooncluya la pieza aeparada de cal,I1icac.ón,
pero ello no es suficiente desde la clave interpretativa que ofrece el
JUl. 17,4 in fine de la Constitución. No basta con que la medida sea
reVoCable para que quede salvoda .u constitucionalidad. Es preciso
que esÍé limitada su duración, a cuyo defecto habrá de tenerse en
Cuenta el desarrollo que del mencionado precepto fundamental ae
ba"" en la Ley ot¡¡\D1ca 7/1983, de 23 de abril, de reforma de los
am. 503 y S04de la Ley de Eqjuiciamiento Criminal.. , .
' ti) Resumiento lo expuesto, puede, decine que 110 exIste
incompatibilidad entre las JIOI'IDaI contenida en el art, 1.044,
número ,2, del Codiao de Comercio de 1829 yen el 8J1. 1.335 de­
la leY de EnjuiciJniento Civil, por una parte, y10s ans. 24.2 y 17.1
de la Constitución, por otra; por lo que no deben aquellos preceptos
estimarse dero$8dos por la dispoSición deroaatoria tercera de fa
Constitución, 51 bien su aplicaei.éttl e interpretación. en tanto DO :sea
legalmente reformado el procedimiento de quiebra, debe ajustarse
a las lPrantías con que ,la Constitución protese en su ,art. 17 el
~erciCJo del derecho a la libertad y a la ae¡uridad., , .,,"
'.'. Seno,-Concluida la raae de alegaciones, quedó la Cutltión para
sentencia y, a este fin, por providencia de 12 'de diciembre últImo,
ae aeilaló para deliberación y votaeión, quedando convocado el
I'Ieno el dia 19 del mismo mes Yafio.

. 11. fUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.~l.a primera cuestión que se ,Suscita en el presente
proceso, planteada por el AboPdo del Estado, y a la que también
iledica.,1 Ministerio Fiscal, es lit del precepto o preceptos que deben
entenderseeuestionados. Para el At>o¡ado 'del Estado, el precepto
cuestionado -y único al que debe contraerse la cuestión- es el arto
1.335 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, precepto en el que se
dispone que «para el arresto del quebrado se expedirá manda­
miento a cualquiera 'de los aJauaCJles del Juzgado, arreaIado al
pilrrafo seaundo del an. 1.044 del Códi¡o de Comercio», Para el
Ministerio Fiscal la posible contradicción con la Constitución no
babria de plantearse Sólo en relación con el an. 1.335 sino, ante
todo, en relación con la disposición sé¡unda del art 1.044 del
Códiao de Comercio dé 1829, Xaún, añadimos, con el an, '1.333 de

. la Ley de·Enjtlicitlmiepto Civd. La' determinación de los casos en
que procede el arresto, deriva de lo establecido en el an. 1.333 al
disponer que «el Juez, al dictar el auto de dcclaración de quiebra
hará el nombramiento de comisario de la misma, el cual recaerá en

un comerciante matriculado. y acordará lo demás que previene el
ano 1.044 del Codi¡o». y este preoeplo, por su parte, establece que
..,n el acto de bacerse. por el ~ uz¡ado de Primera Instancia la
.declaración de q"iebra se proveerán también las disposiciones
-5i¡uientes: _. 2) el arresto del quebrado en su casa si diera en el acto
fianza de cárcelse¡ura; y, en efccto, <le darla en, la cárcel», Son eslos
PrecePtos -y no el a~ 1.335, cef!,ido a instrumentar cómo se ejecuta
.el arresto los .que; contienen una .reguJación delaJTeSto y del
supueS10 en que el Juez debe proceder a ello y.así .1 precepto
mercantil reaula las formas del arresto -amsto en .... y arresto
carcelario- y el an. 1.333 deja claro que en la literalidad del
.precepto -la provisión .J arresto·~UD efecto automático, .inherente
a la declaración. de quiebra, Son estos preceptos los que deben
centrar el análisis de su presunta inconslitucionalidad. pues la duda
que .. planteó el Juez deLorca es si debía decretar el arreslo con
.el efecto .automático,· inherente a la declaración de quiebni., arresto
previS10 en el arL í.044. al que se' rémite el arL 1.333. No se
cuestionó ¡iocel,luez el modo de instrumentar el arresto. que es lo
ereaulado en el arto D35 de la Ley de Ley de Enjuiciamienlo Civil.
'Sino la 'constitucionalMlad misma de los ans. 1.044, reala liCJunda
del Códiao dA; Comercio de 1829, Y 1.333 de la Ley de Enjuicia.
,D!iento Civil. ,Y es que, DO ,podria juzpne el 811. 1.335 con
abstracción de estos precepto.s, que IOn los que ~uyen el arreslo
del quebrado" '

'SeSundn.~EI )uez'pro'ponen(~ dé la cuestión, llOobjeta propia·
mente el arresto del quebrado. sino d automatismo ron que los
preceptosanles JlCSeliados le eitablecen, pues es la «8utomaticidad

'preceptiva de la norma que compona la declaración de quiebra y
eJ proveido· del arresto del deudor, que no I?IJCisan de motivación
'01 panicular inda¡aciónprevw. lo que se j\1Z18 por el Juez de la
·cuestión odificilmente conciliable con las "encial de la culpabili­
dad personal». ,Y .es ~ue'-Io que él Juez cuestiona no es tanto la
existencia de la mc:dida. cuanto la privación de.1oda pos.ibilidad de
atender a los dato,s de bccbo que puedan justificarla, Lo que se
rechaza por _el Juez, .~rem·os deClf que D9 es la.:t:estricción.de
libertad; sino la posIbilidad de que iSla ....u1te de un efeclo
automitico, .¡eno " tóda modulación ·derivada de la apreciación
Por el Juez, atendiendo a dalos su!>ietivos de culpabilidad. Y esta
aplicación automática, y no la medula de privación de libenad en
sí misma, ja considera el Juez a qua contraria al derecho a la
presunción de inocencia que proclama el ano 24.2 de la Constitu·
ción, por lo Que se impone el análisis de em modo de concebi~ el
arresto del quebrado desde la persp"étiva del art24.2, El Juez 'de
ia cuestión apoya su tesis de la inconstitucionalidad en la idea de
que el arresto del quebradQ tiene su ex.plicación en que la quiebra
e.ndra una presunciQn de culpabilidad, contraria a la presunción
democencia. Su inocencia viene a ser dudosa Y. por ésto, se decreta
el arresto ron este carácter de automaticidad al que se refiere el
Juez. El Ministerio Fiscal y el Abosado del Estado, coinciden en
considerar no compatible con )a Constituciópeste modo automá­
tico de coll(Cbir el arresto, aunque no comparten ·fntegramente las
araumentaciones del Juez a quo, El ~to del quebrado se anuJ.
necesariamente en los arlS, 1.333 de la Ley de EnJu,c¡,­
miento Civil, y 1.044, 5e&unda del Códiao de Comercio antisuo a
los presupuestos que comportan la declaración de quiebra y el
¡>rC?veído al efecto no precisa ni de una motivación ni de una
tndagación acerca de si se dan razonablemente las circunstancias
que justifican una restricción de la libertad. Así entendido el
precepto es contIario al derecho a la presunciólt de inocencia, pues
ae parte de una presunCión de, culpabilidad, o al IIIeltOS de que la
inocencia <W quebrado esdu~ Pero si ae interpreta el precepto
tomo una habiliiación al Juez para quemotivadamente pueda
adoptar la medida de restricción de libertad para prote¡er los bienes
que la justifiquen, puede considerarse compatiblC con el derecbo a
la presunción de inocencia. . " ' .

Teroero.-B 8J1"tstO del quebrado es, ademú de una medida de
imposición automática. una privación de libertad carcelaria, si e~

que no se presta fianza, que DO tiene otro limite temporal que el
resultante de la revocación de la medida. Analizada la' cuesti(> i1

desde Ja perspectiva del.art. 17.J de la Constitución, considera. '" ¡
Ministerio Fiscal que· Sólo sujetando, el arresto a las exigenc1él;s
constitucionales impuestas para la prisión pr()visional puede ~onsl­
derarse constitucionalmente legítimo. Parte, pal'll esta conclUSIón el
Ministerio Fiscal de la idea de que, a su entender, el arl. 17.1
proscribe toda privación de libertad que 0.0 ""té relacIOnada con la
_comisión de un delito. No_se comparte, sm embargo, esta tesIs del
Ministerio Fisca~ pues ni se as0ta en la modalidad de prisión los
supuestos de.restncción o privación de libertad, como resulta de
una lectura del p¡:ecepto y de su interpretación (como manda elan.
10.2 de la ConstitucIón) a la luz de los ...tos internacionales (en
laque ahora interesa, del.art. 5.° de-la ConveQción Europea), ni
sólo la comisi6n de u"n hecho delictivo es título para restringir la
libertad. La restricción de libertad es un concepto genérico del que
una de sus modalidades es la prisión en razón de un hecho punible,
como revela•• por 10. demás, el. arto 5.0 citado. al establecer lo{¡.
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indefinici6n de la duraci6n, a lo que dispone el art. 17. I de la
Constituci6n. De este entendimiento del art. 1.340 de la Ley de
Enjuicimiento Civil; y de lo que, según hemos dicho en su
momento, es comop~ entender el art. 1.044, regla. segunci;a~l
CódilO de Comerao anUguo y' art. r.333 de la Ley de EnJUICIo
miento Civil, para atemperarlo • laS exigencias con.titucionales,
resulta un IlmlSto desprovislO del automatismo que denuncia el
Juez tí' qua, distinto. de . la prisil>n, preventiva, y supeditado
temporalmente al objeto que lo justifica, cumplido el cual, procede
su revocaci6n. AsI illlerpretados los am, 1.044, reaIa segunda del
CódiJo de Comercio antiguo; 1.3n 1.335 y 1.340 de la Ley de
EnjUIciamiento Civil son compatibles con los arts. 17.1 y 24.2 de
la Constitución.- '., : ,r . .' '. -, -

.> ';,~ ~'li.-":" ,L"

'.
~ ; ,-",,_,J,

,..

"',f ! '. __ ¡". "_

En atención a tocio lo expueslo, el Tribunal.ConstitucionaI,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTU-
CION DE LA NACION ESPAJilOLA . ..,' 1· .

• _; ',. '. ,~" '''' I, . .' Jfa decu¡\dQ;, .. , , ,
QÚe lo~ arts: 1.044¡ reala seaunéla del Código de Comerclo

anti¡uo; 1.333, 1.33' Y 1.340 de 'Ia-'~ de Enjuicimiento Civil,
interpreesdos en los términos que se_n en los fundamentos
segundo, tercero y cuarto, _compatibles c:óD los arts. 17.1 y 24.2
delaConstitución.· ","." '" ,,' ,

. ComuÍtlqu.ese ,esta Sen.tenc..ia al Juez 'que ha p!om~vido la
cuesti6n a los efectoS p1'!'vistos en el.m 38.3 de la WTC. . ,

Publiquese en el~n Óficial iIeI Estad....

Dada en Madrid a 19 de diciembre de'198'.-F'trmado: Jeró­
nimo Arozamena Sierra.-Anacl Latorre Sesur*.-Manuel DIe2 de
Velasco V.allejo.-Francisco RubiG·Uorente.-Gloria Bequt Can­
t6n.-Luis Diez Picazo.-Francisco Tomás 'fe Vallente.-Rafáel
Gómez-Ferrer Morant-Anael EsCudero del Corral.-Antonio Tru­
yol SemL-Francisco, Pera Verdaguer.-RllbricadOS1,.. ",

" '

supuestos en que el derecho a la libértad se limita. y al enumerar.,
junto ill referido a un hecho delictivo, oUOS CUQI en que no riae
la regla delito-privaci6n de libertad. El arto 11.1 no concibe I;l
libertad individual como un derecho absoluto y no susceptible de
restricciones. Lo que ocurre es que sólo la Ley puede establecer. los
casos y la forma en que la restricción o privación de libertad es
posible, reserva de Ley, que por la excepcionalidad de la restricci6n
o privación exige una proporCionalidad entre" el derecho a la
libertad y la restricci6n de esta libertad, de modo que se excluyan
-aun previstas en la ley- restricciol).cs de libertad que no siendo

.razonables. rompan'el equilibrio ~ntre el derecbo, y su limitación.
La necesidad de que el quebrado esté personalmente disponible
para cuanto el proceso de quiebra demanda,' y por el tiempo
indispensable, como se, explica en el fundamento ~iente. Cluoa
causa legítima para limitar su libertad. Pero esta limitaci6n ha de
ser proporcionada al fin que' la justifique. Cuando el arresto se
convierte en carcelario¡ subordinado. ala disponibilidad económica
de una fiariza, excede manifiestamente de esa prol"!rci01ialidad
entre el objetivo y la medid8 adoptada. En este senudo el Ilmlsto
carcelario es incompatible con el art. 17.1 de la Constítoci6n, pero
no lo es la restricci6n de' libertad que supone' el IlmlSto del
que~radoen su P!'0pio domicilio por el tiempo indispensable para
asegutar la finalidad del proceso de quiebra. ' , ., .

Cuano.-La duración de la privación de libertad en 'Que consiste
el arresto del quebrado delie ser, tan sólo, la que se considere
indispensable para conseguir la finalidad con que se ha decretado,
y lograda esta' finalidad, resultaria contrario at art. 17.1 de. la
Constituci6n la privaci6n de libertad. El arto 1.340 de la Ley de
Enjuic.iamiento- Civil -precepto al que debe extenderSe el análisis
constitucional por virtud de lo dispuesto en el art. 39 de la WTC­
contiene una regla, a euyo tenor, acabada' la ocupaci6n de bienes
del quebrado, y el examen de sus libros, papeles, y documentos
concernientes al tráfico del quebqldo, procede la' soltura, alza­
miento del arresto O concesi6nde salvoconducto. Interpretado .el
precepto en el sentido'de que -a salvo lo que Pfoceda en caso de
una quiebra que se reputepunibl~, procede decretar el alzamiento
del arresto, no podrá decirse que tal medida privativa de libertad
es de 'duración indefinida, y, por esto, que es atentativa, por,es~

El l'leno' del Tribunal 'Constitucionaí;compueslO por don
Jerónimo ArQzaniena Sie~ Vicepresidente,' y don. An,el Latorre
Segura, don Manuel Díez de Velasco VallejQ, don FranCISCO Rubio
Llorente. doña Gloria Begué Cant6n, don..Luis Diez-Picazo. don
Francisco Tomás y Valiente, don' R,afael G6mez~Ferrer Morant~
don Angel Escude"~ del Corral, don Antonio' TruyolSem. y don
Francisco Pera ~c:.r~ué~~, Magistrado5y h~ pronunc~ado ,

. .' ·"'A:. SENtENCIA'
_ ,-,1', . L •. " -- ,', ' ,.' . .

en los recursos de inconstitucionafidadacurlJulados numerosl1Sy
187/1984-, promovidos, re.lpec1ivamente. por el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña; representado por el 'Abogado <100
Manuel·Maria Vicen! Matas,'y por el Gobierna Vascq, repre~
tadopor el Abogado don Javier Balla Aguüera',. contra'determina·
dos preceptos de la Ley 24/1983. de' ~r de'diciembré, de medidas
urgentes de saneamiento y -regulación de' las HaCiendas Locales. Ha
sido parte el Gobierno' de Ja Naci6n. repre>ertesdo pór el Letrado
del Estado. y ponente el Magistrado dOIl Francisco Rubio Uorenl<'.

. Quien expresa el parecer de. Tribunal.' '.' 1
,,' ~

.' . . ,,1 : _,1

".1,. ANTECEDENTES .,

Primero.-Por escrito presentado' el 16 'dé"htarzo de 1984, él
Abogado de la Generalidad 'de Cataluñlr don Manuel:'M. Vicen~

Matas, en representación del' GonsejoE,iecutlVO de; la"misma~.
Interpuso recurso de ¡nconstitucionalidad., al que. le correspondió el
numero 175/1984,. contra determinados preCeptos de la Ley
24/1983. de 21 de diciembre, de medidad urgentes de saneamiento
y re~lilación de las Haciendas Locales, publicada en el «Boletin'
OfiCial del Estad<»t número JOS, de 22 de diciembre, y concreta~
mente contra el arto 4, apanados 2, 3, 4 Y5; contra el art. 6, y contra
el art. 7, apanado·2. En dicho escrito se solicitó la declaración· de
~nc(:>nstituciona1idad y de la consiguien~ nulidad de los' preceptos
Indicados, en base a las alegaciones formuladas eri el mismo.

Segundo,-La Sección Tercera; por providencia de 21 de marzo
de 1984, acordó admitir a trámite'el anterior recurso y dar traslado

Pleno: Recursos de inconstitudonalidad acumulados
números. 175 Y 187/1984. Sente1lcia núme¡;o
179;1985, de 19 de diciembre.. '. ,.. '.'

. , ' i ' ',' '"..., ,-'

'.. I •

de!' mimo al Congreso de I~ ~I'utados. al Senado y al.Ü?bierno,
8S1 como pubhcarsu fonnahzaclÓD'para general conOClmlento~

Tercero.-Por escrito de demanda preserttado el 22 de marzo de
1984, el Letrado don Javier Baza AguiIeJa formul6, en representa­
ci6ILdel Gobierno Vasco, recurso de inconstitucionalidad, que file
regis.trado con el número 187/1984,.oontra el art. 6 Yel capitulo I
del titulo. U (arts. 8 a .12~ de la mi$Jl1!I ley 24/19g3, de 21 de
diciembre. solicita.tim,la declaración' de incon$titu'cionalidad' y
nulidad de tales preceptos, en lMIsa a' los fundamentos juridicos
expresados en el propió escrito.·' " .

, Cuarto.-La Secci6n Tercera, por providencia de 28 de marzo de
1984, acordó' admitir. a trámIte: el'recurso planteado por el
GobIerno Vasco, dar traslado al Congreso de los DIputadoo, al
Senado y al Gobierno de la ·Naci6n y·publicar su incoaci6n para
general conocimiento. ~' . ' .. ) ,(: ' .

Quio.to.-E1Consreso de los DIputadoa, 'por sendos escritos de
su Presidente de 28 de marzo y 4 de abril de J984, comnnicó que
no hariauso de 1.. facultades de personación ni de formulaci61l de
alegaciones en ninguno de ambo_NCIItSOO. El Abogado del Estadl>,
... re_ntaci6n del Gobierno.do la Nacit>n, solicitó por escriIo de
1 'eIe abril de 1984 laacumulaci6r> <1e los dos recursos d.
i1lCOllStitiKionalidad" con 'suspensi6n. del plazo para alegaCiones. El
Senado. por'sendos escritos de su, \'reside.nte de fecha 4 de abril ck

~ 1984, se personó en ambos' procedimientos, aunque no formuló
1 alegaciones. '.", ,.. 1j. ,.: ,./ .- ., ,_ ;.; .~ :

, Sexto.-La Secciórr Tercera. 'por' providencia 'de 4 de abril
siguiente, acordó oír ~ ~~ q~ habían promovid<> ambos
recu¡sos para que alegasen la qu~ estllnar¡w procedente acerca de

: la acumulación, dejandoeri s~penso..el pl8:i:o pa.ca alegaciones. El,
Gobierno ,Vasco, en escrito de 10 de abril ck.1984, mostró,su,
conformidad a la acumulacij)n, mientias 'que 1& representación· del
Consejo Ejecutivo .de. la. Generalid¡u¡ de Cataluña, no formuló
alegacl6n alguna en el plazo Olor¡ac\o.:aLefccto. Por Auto. de.I Pleno,
de.l Tribunal constitucional de 3 ~may() de 1984 ~ acordó' la.
acumulación' de. a,robos .~ursos de- inconstitucionalidad,; COnc:6o':
diéndose ijD nuevo plazo de quince dias para que por el Abogada
del ES'lado se formulasen laS correspoodientes alcgacíones, . , '

Séptimo.-EI Abogado del Estada formul6 dentro de dich.o plazo
escrito' de alegaciones de fecha 24 de mayo de 1984, por el que'
suplic6 se declare la constitucionalidad. <le los preceptos de la Ley
24/1983 impugnados en lo. recurso, acumulado~. • '.
. Octavo.-4s alegacioneS y fundameotosjuridicos de los escritos.
de demanda iI de los del Abogado del Estado pueden sintetizarse ell.
los puntos slguientes:- .

..¡
." .,,~

~ N,OMBRE DEf REX. : .
la· 'siguiente ..
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